
 

 

Suprema Corte de Justicia 

Provincia de Buenos Aires 
A C U E R D O 

La Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, 

de conformidad con lo establecido en el art. 4 del Acuerdo 

n° 3971, procede al dictado de la sentencia definitiva en 

la causa C. 121.973, "Centro de Orientación y Educación 

del Consumidor (CODEC) contra Banco de la Provincia de 

Buenos Aires. Nulidad de contrato", con arreglo al 

siguiente orden de votación (Ac. 2078): doctores Torres, 

Kogan, Soria, Genoud. 

A N T E C E D E N T E S 

La Sala I de la Cámara Primera de Apelación en 

lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata 

confirmó la decisión anterior que, haciendo lugar a la 

excepción de falta de legitimación activa opuesta por la 

demandada, rechazó la acción promovida (v. fs. 1.075/1.078 

vta.). 

Se interpuso, por la actora, recurso 

extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs. 

1.083/1.099). 

Habiendo sido en principio denegado por la 

Cámara (v. fs. 1.101), fue posteriormente concedido por 

esta Corte, habilitándose el respectivo conocimiento 

únicamente en relación al agravio sobre la imposición de 

las costas por el presente pleito (v. fs. 1.236/1.238).  

Oído el señor Procurador General (v. fs. 

1.240/1.243 vta.), dictada la providencia de autos y 

encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, 

la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente 

C U E S T I Ó N 

¿Es fundado el recurso extraordinario de 

inaplicabilidad de ley? 
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V O T A C I Ó N 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor 

Torres dijo: 

I. La asociación actora promovió el presente 

juicio contra el Banco de la Provincia de Buenos Aires 

solicitando (i) la declaración de nulidad de las cláusulas 

de estipulación de intereses contenidas en los préstamos 

personales concertados mediante el sistema BIP (de home 

banking), atento al incumplimiento del deber de previa 

información sobre tales accesorios, con el consiguiente 

reintegro a sus tomadores, según cada caso, de las sumas 

dinerarias cobradas por la entidad financiera en exceso de 

la tasa sustitutiva prevista en el art. 36 de la ley 

24.240; (ii) la declaración de nulidad de las cláusulas de 

diferimiento del plazo de pago de la primera cuota de los 

mutuos pactados por cualquiera de los canales comerciales 

de la demandada, también con base en el incumplimiento del 

deber de información, con la consecuente restitución de lo 

percibido de más en concepto de intereses por dicho 

estiramiento unilateral de los términos contractuales; 

(iii) la remisión de copias de los respectivos contratos 

a los consumidores tomadores de tales préstamos y (iv) la 

aplicación de una multa civil a la demandada (v. fs. 

136/180 vta.). 

Haciéndose eco -en forma previa y especial- de 

la respectiva excepción, el Juzgado de Primera Instancia 

en lo Civil y Comercial n° 13 departamental estimó la 

esgrimida falta de legitimación para obrar de la actora, 

rechazando -en consecuencia- la demanda promovida, con 

costas a la vencida (v. fs. 1.035/1.037 vta.). 

II. Apelada esta decisión por la interesada, la 
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Cámara interviniente la confirmó, imponiéndole -a su vez- 

las costas devengadas ante esa sede (v. fs. 1.075/1.079). 

En lo que interesa destacar en función de los 

términos en los que ha sido concedido el remedio bajo 

examen, el Tribunal de Alzada ponderó que "... las acciones 

basadas en el derecho individual o colectivo de los 

consumidores gozan del más amplio beneficio de justicia 

gratuita -se insiste, similar al previsto por los arts. 78 

y sgtes., del CPCC-, ya que por otro lado faculta a la 

accionada a demostrar la solvencia del actor para que este 

beneficio cese e impedir, de este modo y mediante una 

inversión de la carga de la prueba, todo uso abusivo de la 

franquicia (art. 53 'in fine'; esta Sala I, causa n° 

264.807, reg. Int. 474/16)..." (fs. 1.078). 

A renglón seguido, concluyó que "...la gratuidad 

de los juicios iniciados en el marco de la ley 24.240 no 

torna inconducente a la distribución de las costas, porque 

al igual que en la franquicia de los arts. 78 y sgtes. del 

CPCC, aquella condena no carece de virtualidad, pues 

hipotéticamente puede recobrarla a partir del cumplimiento 

de condiciones concretas y contingentes, como es la 

acreditación por la parte demandada de la solvencia del 

actor a través del pertinente incidente (cit., art. 53, 

último párrafo)" (fs. cit.). 

III. Contra esta parcela del pronunciamiento, el 

Centro de Orientación, Defensa y Educación del Consumidor 

(CODEC) interpone recurso extraordinario de 

inaplicabilidad de ley (v. pieza de fs. 1.083/1.099 y 

1.236/1.238). 

En relación a ello, la recurrente aduce que el 

señalado criterio del Tribunal de Alzada -aun frente a la 



 

 

Suprema Corte de Justicia 

Provincia de Buenos Aires 
eventual confirmación de la excepción opuesta por la 

accionada- choca de plano con la consolidada hermenéutica 

que la Corte de Suprema de Justicia de la Nación ha venido 

realizando en torno a la improcedencia de la condena en 

costas contra las asociaciones de usuarios y consumidores 

cuando estas -como aquí sucede- ejercen su representación 

en las acciones colectivas destinadas a implementar las 

garantías establecidas en los arts. 42 y 43 de la 

Constitución nacional (conf. causas "Cavalieri" 

[PROCONSUMER], sent. de 26-VI-2012, Fallos: 335:1080; 

"Unión de Usuarios y Consumidores", sent. de 30-XII-2014, 

U.10 XLIX.REX, y "Consumidores Financieros", sent. de 24-

XI-2015, Fallos: 338:1344; v. fs. 1.180/1.181 y 1.188 

vta./1.189 vta.). 

En tal sentido, alega que la imposición de las 

erogaciones del pleito vulnera el art. 55, segundo párrafo, 

de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor (LDC) que 

contempla el beneficio de justicia gratuita para las 

asociaciones de usuarios y consumidores. Denuncia, 

asimismo, que el Tribunal aplicó erróneamente -por 

analogía- el art. 53 de dicha norma -que, según afirma, 

prevé el "incidente de solvencia" únicamente para aquellas 

acciones iniciadas por los consumidores en razón de un 

derecho o interés individual, no colectivo-, importando 

ello -a su vez- una afectación de las garantías 

constitucionales de acceso a la justicia y tutela judicial 

continua y efectiva (arts. 18, Const. nac. y 15, Const. 

prov.), del principio "favor debilis" (reglado en el 

segundo párrafo del art. 3 de la LDC) y del "principio de 

protección del consumidor" (establecido en el art. 1.094 

del Cód. Civ. y Com.; v. fs. 1.181 y 1.187/1.188 vta.). 
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IV. Pues bien, considero que la impugnación debe 

prosperar, toda vez que asiste razón a la asociación de 

usuarios y consumidores cuando objeta la imposición de 

costas en su contra, por entenderla contraria al beneficio 

de justicia gratuita concedido en su favor por el segundo 

párrafo del art. 55 de la LDC, en el marco de acciones 

judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia 

colectiva.  

En estos casos, en atención a la seriedad y 

trascendencia de la función representativa y tutelar que 

tales entes desempeñan y merced al coordinado ejercicio de 

las potestades concurrentes establecidas en esta materia 

entre el Gobierno federal y las provincias para la garantía 

de la más eficiente tutela de los principios fundamentales 

involucrados, cabe concluir -a través de una hermenéutica 

integral y armónica de las normas constitucionales, 

nacionales y locales aplicables- que cuando la referida 

asociación resulta vencida en dicha clase de procesos el 

mentado beneficio legal impide -por regla- que se le 

impongan las costas, debiéndosela eximir de la condena 

(conf. arts. 1, 14, 31, 33, 41, 42, 121 y concs., Const. 

nac.; 1, 3, 37, 55, 65 y concs., LDC; 1, 2, 963, 1.094 y 

concs., Cód. Civ. y Com.; 1, 11, 15, 38 y concs., Const. 

prov. y 1, 19, 20, 25 y concs., ley 13.133). 

IV.1. En efecto, el art. 42 de la Constitución 

nacional establece que los consumidores y usuarios de 

bienes y servicios tienen derecho, en la relación de 

consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses 

económicos; a una información adecuada y veraz; a la 

libertad de elección y a condiciones de trato equitativo 

y digno. Por su parte, las autoridades públicas deben 
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proveer a la protección de esos derechos, así como -entre 

otras cosas- a la constitución de asociaciones de 

consumidores y usuarios; en tanto la legislación ha de 

establecer procedimientos eficaces para la prevención y 

solución de los conflictos que los involucren. Además, el 

art. 38 de su par provincial establece semejantes 

prerrogativas y garantías para los usuarios y consumidores 

locales, e impone -en sustancia- similares deberes a cargo 

de las autoridades provinciales. 

Así, tanto la incorporación del art. 42 a la 

carta magna nacional como la inclusión del art. 38 a la 

local importó la dual consagración de la protección 

constitucional de los usuarios y consumidores, 

estableciendo sus derechos esenciales y disponiendo la 

necesidad de la creación de mecanismos eficaces para su 

defensa, a partir del reconocimiento del ejercicio 

concurrente de potestades públicas nacionales y locales 

para reglamentar las cuestiones vinculadas a dicha 

materia, con el propósito de lograr el cumplimiento de 

tales preceptos constitucionales protectorios y facilitar 

su fiscalización y control en todo el territorio, 

favoreciendo en la práctica la participación real y 

efectiva de las organizaciones de usuarios y de 

consumidores implicadas -de carácter local-, como 

principio y como forma de garantizar la búsqueda de la 

eficiencia en el cumplimiento de dichas metas (conf. 

Convención Nacional Constituyente, 31° Reunión, 3° Sesión 

Ordinaria, 16 de agosto de 1994, intervención del 

constituyente Lipszyc, pág. 4.197). 

De hecho, en la LDC -sancionada un año antes- ya 

se habían fijado las competencias públicas conjuntas para 
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la defensa de los derechos de los usuarios y consumidores, 

disponiéndose que las provincias serían las autoridades de 

aplicación locales de la mentada ley, teniendo a su cargo 

el control, vigilancia y juzgamiento de las infracciones 

cometidas en sus territorios (contemplándose las 

particularidades vecinales), bien que en forma concurrente 

con la Nación, la que también ejercería el poder de policía 

con respecto al control y vigilancia del cumplimiento de 

la ley (arts. 41 y 42), procurando evitar toda 

interferencia local con el comercio interjurisdiccional 

(conf. art. 75 inc. 13, Const. nacional). 

Fue en dicho marco que la Provincia de Buenos 

Aires asumió un rol activo en la protección de los derechos 

de los usuarios y consumidores mediante la sanción en 2003 

del Código Provincial de Implementación de los Derechos de 

los Consumidores y Usuarios (ley 13.133). 

IV.2. En este orden de ideas, la expresa mención 

de las asociaciones de usuarios y consumidores en ambos 

textos constitucionales implicó una protección 

constitucional diferenciada e importó una clara directriz 

para su promoción y constitución como organizaciones 

sociales intermedias destinadas -luego de recibir su 

respectivo reconocimiento y autorización oficial para 

funcionar- a cumplir con las labores de información, 

educación y asesoramiento técnico para la defensa de los 

intereses de aquellos, así como de su genuina y eficiente 

representación ante la justicia, la autoridad de 

aplicación u otros organismos oficiales o privados, no 

solo para la protección de sus derechos de incidencia 

colectiva o individuales homogéneos sino reconociéndoles 

legitimación suficiente incluso para accionar cuando 
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resulten objetivamente afectados o amenazados sus derechos 

individuales (sea en forma principal o coadyuvante, conf. 

arts. 55 a 58, LDC y 19 a 22, ley 13.133).  

Ahora bien, en función de tales fines 

específicos estas asociaciones deben ser independientes de 

toda forma de actividad profesional, comercial o 

productiva, no pudiendo recibir donaciones, aportes o 

contribuciones de empresas comerciales, industriales o 

proveedoras de servicios, privadas o estatales, nacionales 

o extranjeras, ni participar en actividades políticas 

partidarias y sus publicaciones no pueden contener avisos 

publicitarios de ninguna índole (conf. art. 57, LDC y 2 y 

5, ley 12.460). De modo que estos sujetos constitucionales 

-a pesar de la trascendente misión que han sido llamados 

a cumplir- son entidades sin fines de lucro que 

experimentan serias limitaciones tanto respecto a cómo 

deben estar constituidas como a sus específicas 

finalidades, actividades, funciones y su financiamiento, 

careciendo de grandes activos en su haber y hallándose el 

grueso de sus ingresos constituido -de ordinario- por el 

aporte voluntario y periódico de sus integrantes. 

Esta aparente contradicción entre medios y fines 

llevó a que inicialmente se considerara -en lo concerniente 

a la cuestión de su acceso a la justicia para la defensa 

de los derechos de los usuarios y consumidores- que tales 

asociaciones pudieran promover -a la par de sus respectivos 

reclamos enmarcados en la LDC- el correspondiente 

beneficio de litigar sin gastos regulado por las normas 

procedimentales locales, para así poder lograr sortear 

exitosamente los diversos obstáculos pecuniarios que 

pudieran perjudicar de alguna forma el cumplimiento de sus 
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objetivos constitucionales (tal el fundamento del veto 

presidencial contenido en el art. 8 del dec. 2.089/93). 

A su turno, la Provincia de Buenos Aires dispuso 

que las actuaciones judiciales promovidas por consumidores 

o usuarios, individual o colectivamente, de conformidad 

con las normas de defensa del consumidor, pasaran a estar 

automáticamente exentas del pago de tasas, contribuciones 

u otra imposición económica (sin que fuera necesario instar 

ningún otro trámite a tales fines); en tanto que al 

dictarse la pertinente sentencia definitiva, las costas 

debían imponerse evaluando la proporcionalidad del monto 

de la pretensión y los costos del proceso con la capacidad 

económica de las partes involucradas (art. 25, ley 13.133). 

Finalmente, merced a la incorporación realizada 

en 2008 por la ley 26.361 al segundo párrafo del art. 55 

de la LDC, se estableció que las acciones judiciales 

iniciadas por las asociaciones de usuarios y consumidores 

en defensa de intereses de incidencia colectiva contarían 

con el beneficio de justicia gratuita (fijándose semejante 

solución en el art. 53 para las actuaciones que los 

consumidores y usuarios fueran a iniciar de conformidad 

con dicho estatuto en defensa de un derecho o interés 

individual, bien que en estos casos, la parte demandada 

podría acreditar la solvencia del consumidor mediante 

incidente, susceptible de hacer cesar el beneficio). 

IV.3. Dada la especificidad del término jurídico 

introducido en la norma nacional, pronto se gestó un debate 

público sobre los alcances de la franquicia contemplada en 

los referidos arts. 53 y 55 de la LDC, a la luz de su 

posible equiparación con los efectos propios del instituto 

del beneficio de litigar sin gastos, regulado en las normas 
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de procedimiento (v. por todos, Perriaux, Enrique; "La 

justicia gratuita en la reforma de la ley de defensa del 

consumidor", LL 2008-E-1224, AR/DOC/2480/2008 y Bersten, 

Horacio; "La gratuidad en las acciones individuales y 

colectivas de consumo", LL 2009-B-370, AR/DOC/1257/2009).  

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia 

nacional -más allá de haberse abstenido, en varias 

ocasiones, de imponer las costas en el marco de recursos 

llevados a su conocimiento en acciones dirigidas a la 

protección de los derechos de usuarios y consumidores (CSJN 

66/2010 [46-U]/CS1 "Unión de Usuarios y Consumidores y 

otros c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ sumarísimo", 

sent. de 11-X-2011, Fallos: 335:1080; CSJ 10/2013 [49-

U]/CS1 "Unión de Usuarios y Consumidores c/ Nuevo Banco de 

Entre Ríos S.A. s/ ordinario", sent. de 30-XII-2014, 

Fallos: 338:40; CSJ 27/2013 [49-D]/CS1 "Damnificados 

Financieros Asociación para su Defensa c/ Bco. Patagonia 

Sudameris S.A. y otros s/ sumarísimo", sent. de 7-IV-2015; 

CSJ 443/2011 [47-P]/CS1 "Padec Prevención Asesoramiento y 

Defensa del Consumidor c/ Cablevisión S.A. s/ cumplimiento 

de contrato", sent. de 22-XII-2015; e.o.)- ha finalmente 

fijado, recientemente y de forma expresa, su 

interpretación sobre el tópico (v. CAF 17990/2012/1/RH1 

"ADDUC y ot. c/ AySA SA y ot. s/ proceso de conocimiento", 

sent. de 14-X-2021). 

En dicho precedente, el Tribunal cimero ha 

sostenido que a los efectos de determinar el alcance que 

cabe asignar a la frase "justicia gratuita" empleada por 

el legislador nacional en el art. 55 de la LDC, resulta 

importante reparar en que tales términos también fueron 

incorporados en el párrafo final del art. 53 de la misma 
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ley, por lo que una razonable interpretación armónica de 

los artículos referidos lleva a sostener que, al sancionar 

la ley 26.361, el Congreso nacional ha tenido la voluntad 

de eximir a quienes inician una acción en los términos de 

la LDC del pago de las costas del proceso (conf. cons. 8). 

Ello así pues "la norma no requiere a quien 

demanda en el marco de sus prescripciones la demostración 

de una situación de pobreza para otorgar el beneficio, 

sino que se lo concede automáticamente. Solo en 

determinados supuestos, esto es en acciones iniciadas en 

defensa de intereses individuales, se admite que la 

contraparte acredite la solvencia del actor para hacer 

cesar la eximición. En este contexto, al brindarse a la 

demandada -en ciertos casos- la posibilidad de probar la 

solvencia del actor para hacer caer el beneficio, ha de 

quedar claro que la eximición prevista incluye a las costas 

del proceso pues, de no ser así, no se advierte cuál sería 

el interés que podría invocar el demandado para perseguir 

la pérdida del beneficio de su contraparte" (conf. cons. 

8). 

Agregando a ello que tal criterio interpretativo 

resulta coincidente con la voluntad expresada por los 

legisladores en el debate parlamentario que precedió a la 

sanción de la ley 26.361, en el que "se observó la 

intención de liberar al actor de este tipo de procesos de 

todos sus costos y costas, estableciendo un paralelismo 

entre su situación y la de quien goza del beneficio de 

litigar sin gastos", en tanto que "si los legisladores 

descartaron la utilización del término 'beneficio de 

litigar sin gastos' en la norma no fue porque pretendieran 

excluir de la eximición a las costas del juicio, sino para 
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preservar las autonomías provinciales en materia de 

tributos locales vinculados a los procesos judiciales" 

(conf. cons. 9). 

Ya había afirmado el mismo Tribunal un tiempo 

antes, bien que para resolver una petición relativa a la 

exención del depósito previsto en el art. 286 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación (COM 

039060/2011/1/RH001 "Consumidores Financieros Asociación 

Civil p/ su defensa c/ Nación Seguros S.A.", sent. de 24-

XI-2015, Fallos: 338:1344), que la efectiva vigencia del 

mandato constitucional contenido en el art. 42 de la carta 

magna, que otorga una tutela preferencial a los 

consumidores, "requiere que la protección que la 

Constitución Nacional encomienda a las autoridades no 

quede circunscripta solo al reconocimiento de ciertos 

derechos y garantías, sino que además asegure a los 

consumidores la posibilidad de obtener su eficaz defensa 

en las instancias judiciales" (conf. cons. 4), de modo que 

"la gratuidad del proceso judicial configura una 

prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de 

tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trate 

de reclamos originados en la relación de consumo", por lo 

que "una interpretación que pretenda restringir los 

alcances del precepto no solo desconocería la pauta 

interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no 

distingue (Fallos: 294:74; 304:226; 333:375) sino que 

conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías 

constitucionales establecidas a favor de los consumidores 

-y de las asociaciones que pretendan proteger sus 

intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción 

en defensa de sus derechos" (conf. cons. 6). 
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Luego, siendo que la doctrina de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación resulta relevante para los 

tribunales inferiores, ya sea por tratarse de temas 

federales donde resulta la intérprete última y más genuina 

de la Carta fundamental o, sin serlo, por aplicación de 

los principios de celeridad y economía procesal (conf. 

arts. 5, 108, 123 y 127, Const. nac.; 1 y 15, Const. prov., 

mi voto en causas A. 75.039, Fisco de la Provincia de 

Buenos Aires, sent. de 16-XII-2020; A. 72.494, "Shell 

Argentina S.A.", sent. de 23-II-2021; A. 72.453, "Fisco de 

la Provincia de Buenos Aires", sent. de 30-VIII-2021; 

e.o.), corresponde acoger el sentido precedentemente 

enunciado por el Tribunal cimero, que no hace extensivo el 

"incidente de solvencia" contemplado en el art. 53 de la 

LDC a la intervención judicial de las asociaciones de 

consumidores y usuarios. Fundamento que resulta suficiente 

para convalidar las violaciones legales denunciadas por la 

recurrente y revocar lo decidido por el tribunal a quo en 

materia de imposición de las costas por la tramitación del 

presente proceso. 

IV.4. Ahora bien, en atención a lo expuesto, 

corresponde llevar adelante la composición positiva de la 

presente litis, resolviendo el litigio con arreglo a la 

ley o doctrina que debe aplicarse (doctr. art. 289, apdo. 

2, CPCC), acudiendo asimismo al mecanismo de adhesión a la 

apelación (conf. causas Ac. 46.531, "Bustos", sent. de 3-

VIII-1993; Ac. 77.267, "Villaverde", sent. de 27-II-2002; 

C. 109.849, "Postigo", sent. de 27-XI-2013; e.o.). 

En tal labor, cobra relevancia la ya mencionada 

norma del art. 25 de la ley 13.133, la cual -cuando fue 

sancionada- importó un claro beneficio para los usuarios, 
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consumidores y asociaciones de estos, quienes veían 

franqueado su acceso a la jurisdicción local mediante la 

automática eximición del pago de tasas, contribuciones y 

otras imposiciones económicas (en tanto a través del art. 

8 del dec. 2.089/93 se había vetado semejante disposición 

en el ámbito nacional). Justamente, entre los fundamentos 

que motivaron aquella sanción, se invocó expresamente el 

texto originario del art. 53 de la LDC (conf. Bersten, 

Horacio; "Procedimiento judicial del consumidor en la 

Provincia de Buenos Aires", LL, 2004-B-1324, 

AR/DOC/659/2004). 

Sin embargo, esta disposición debe ser hoy 

entendida no solo a partir de las circunstancias que 

provocaron su dictado y a la luz de los principios 

constitucionales inspiradores de todo el ordenamiento 

jurídico en materia de la defensa de los derechos de los 

consumidores y usuarios (contenidos tanto en la carta magna 

nacional como en la provincial), sino contemplando la 

posible influencia que sobre ella ha podido producir desde 

el 2008 la sobreviniente modificación de la LDC por la ley 

26.361 en lo relativo a la medida de la gratuidad de este 

tipo de acciones judiciales promovidas de conformidad con 

las nomas de defensa del consumidor (conf. arts. 1 y 2, 

Cód. Civ. y Com.). 

En efecto, el Tribunal cimero nacional ha 

precisado reiteradamente que el verdadero alcance de una 

ley debe indagarse mediante un examen de sus términos que 

consulte su racionalidad, no de una manera aislada o 

meramente literal, sino computando la totalidad de sus 

preceptos de manera que guarden debida coherencia (CSJN 

Fallos: 323:3289; 330:1785; 339:323; e.o.). 



 

 

Suprema Corte de Justicia 

Provincia de Buenos Aires 
Así, debe preferirse entonces la interpretación 

que favorezca y no la que dificulte los fines perseguidos 

por la norma, ya que, por encima de lo que la ley parece 

decir literalmente (aspecto que constituye la primera 

regla de interpretación, asignándole pleno efecto a la 

voluntad del legislador, CSJN Fallos: 297:142; 299:93 y 

301:460), es propio considerar su sentido jurídico, esto 

es, lo que sin prescindir de su letra permite no atenerse 

rigurosamente a ella cuando la hermenéutica razonable y 

sistemática así lo requiera (CSJN Fallos: 303:612; e.o.). 

En tal inteligencia, debe acordarse primacía a la búsqueda 

de la armonización de la ley con su contexto general y los 

principios y garantías constitucionales, de modo que no se 

desnaturalice la finalidad que ha inspirado su sanción 

(CSJN Fallos: 265:256; 307:2284 y 2320; 313:1467; e.o.), 

evitando darle un sentido que ponga en pugna su 

disposición, adoptando como criterio verdadero el que la 

concilie y deje con valor y efecto (CSJN Fallos: 1:297; 

277:213; 281:170; 296:372; 306:721; 307:518; 310:195; 

312:1614; 323:2117; e.o.). 

Así, por encima de lo que una norma parece decir 

literalmente, es propio de la interpretación indagar en lo 

que ella dice jurídicamente, o sea, en conexión con las 

demás normas que integran el ordenamiento general del país 

(CSJN Fallos: 258:75; 271:7; 287:79; e.o.) y en función de 

las circunstancias concretas de la causa (CSJN Fallos: 

304:1912), con el fin de obtener su armonización y 

concordancia entre sí (CSJN Fallos: 303:578; 313:1467; 

323:610; e.o.) y, especialmente, con los principios y 

garantías de la Constitución nacional (CSJN Fallos: 

308:1118; 321:2198; 322:752; e.o.), como un todo coherente 
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y armónico (CSJN Fallos: 186:170; 296:432; e.o.), como 

parte de una estructura sistemática considerada en su 

conjunto (CSJN Fallos: 334:1027) y teniendo en cuenta su 

finalidad perseguida (CSJN Fallos: 320:783; 324:4367; 

e.o.). 

En este camino, para precisar el recto sentido 

del art. 25 de la ley 13.133 resulta sumamente ilustrativo 

volver a reparar en los debates parlamentarios que 

derivaron en la actual redacción de los arts. 53 y 55 de 

la LDC. 

En ellos quedó plasmada con claridad la 

intención del legislador nacional -especialmente a partir 

de las intervenciones de los senadores Escudero y Guinle- 

que buscó establecer el principio de gratuidad para las 

acciones judiciales que se iniciaran en el marco de la 

LDC, fuera por los propios usuarios y consumidores o por 

las asociaciones que los nuclean, como prerrogativa 

contenida en la ley de fondo dirigida a garantizar la plena 

vigencia de los derechos consagrados en la Constitución 

nacional y en dicho estatuto legal, absteniéndose adrede 

de identificar al "beneficio de gratuidad" como plenamente 

equivalente al "beneficio de litigar sin gastos" regulado 

por las normas procedimentales locales. Ello así pues -se 

dijo- este último incluye la eximición del pago de la tasa 

retributiva del servicio de justicia por las actuaciones 

judiciales promovidas en las respectivas jurisdicciones 

provinciales y esta constituye un recurso tributario de 

orden local, propio de su autonomía en dicha materia, por 

lo que -se entendió- debía todavía invitarse a las 

provincias a que hicieran extensiva la franquicia que allí 

se disponía, para que alcanzara asimismo a tales conceptos 
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("Antecedentes Parlamentarios Ley 26.361 - Defensa del 

Consumidor", mayo 2008, LL, págs. 437 y 438). 

Se aprecia así que -en su hora- el Senado 

nacional advirtió que no era posible legislar enteramente 

respecto del beneficio de gratuidad avanzando por sobre 

las tasas judiciales, puesto que, tratándose de recursos 

tributarios de índole local, solo cada una de las 

jurisdicciones provinciales podía pronunciarse al respecto 

(sin perjuicio de poder hacerlo efectivamente para el 

ámbito nacional). Ese fue el consenso logrado en el cuerpo 

legislativo y así fue votado.  

De modo que respecto de la percepción de la tasa 

judicial en las acciones locales basadas en el derecho 

individual o colectivo de los consumidores (así como de 

otras contribuciones e imposiciones económicas reguladas 

por los ordenamientos provinciales -tales como los bonos 

profesionales, sellados, estampillados, etc.-), habría de 

indagarse en lo que las distintas provincias dispusiesen 

al respecto; pero no en torno de las costas y demás gastos 

procesales, los que quedaban eximidos justamente por las 

disposiciones de fondo que se sancionaban (en el mismo 

sentido, Bersten, Horacio; "La gratuidad en las 

acciones...", cit.). 

De allí que el beneficio de justicia gratuito 

que se incorporaba en las disposiciones nacionales solo 

podía comprender -respecto de los procesos instados en las 

jurisdicciones provinciales- la automática eximición de 

las costas y demás gastos en que los usuarios, consumidores 

y sus asociaciones incurriesen por la tramitación de las 

mencionadas acciones judiciales, justamente con excepción 

de la tasa de justicia, por resultar esta un resorte de 
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exclusiva disposición por las autoridades locales. 

Y en esta senda interpretativa, entonces, es 

posible apreciar que la regla del art. 25 se muestra 

armónica y complementaria de las contenidas en los arts. 

53 y 55 de la LDC, puesto que incluso desde antes de la 

sanción de la ley 26.361 la Provincia de Buenos Aires ya 

establecía la eximición del pago de las tasas, 

contribuciones u otras imposiciones económicas locales 

para esta clase de procesos. 

Por lo que cabe concluir -luego del advenimiento 

del beneficio de justicia gratuita incorporado por los 

arts. 53 y 55 de la LDC en favor de los usuarios, 

consumidores y sus asociaciones- que el ejercicio de las 

acciones judiciales contempladas en la LDC en el ámbito de 

la Provincia de Buenos Aires goza de una gratuidad plena 

que importa la eximición -para tales legitimados activos- 

del pago de toda tasa, contribución u otra imposición 

económica local, extendiéndose la franquicia -por regla- 

a los gastos y costas procesales. Conclusión que lleva a 

considerar que la segunda parte de la norma bajo análisis 

ha de cobrar sentido recién cuando sea menester la 

imposición de costas en tales juicios (como podría ser -

por ejemplo- frente a supuestos de temeridad, malicia o 

pluspetición inexcusable de la actora o incidente de 

solvencia acogido frente a reclamos de consumidores 

fundados en intereses particulares), en cuyo caso deberían 

todavía fijarse y distribuirse atendiéndose a la 

proporcionalidad del monto de la pretensión y los costos 

del proceso con la capacidad económica de las partes 

involucradas. 

En este punto es dable reconocer que, si bien 
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las provincias tienen la facultad de darse sus propias 

instituciones locales y, por ende, de legislar sobre 

procedimientos, ello es así sin perjuicio de las 

disposiciones reglamentarias que dicte el Congreso 

nacional cuando considere del caso prescribir formalidades 

especiales para el ejercicio de determinados derechos 

establecidos en los códigos fundamentales que le incumbe 

dictar (conf. CSJN causas "Bernabé Correa", sent. de 22-

VI-1922, Fallos: 138:157; "Netto", sent. de 13-IX-1922, 

Fallos: 141:254; "Real de Maciel", sent. de 29-III-1928, 

Fallos: 151:315; "Perelló", sent. de 26-VIII-1960, Fallos: 

247:524; "Cabañez Arce", sent. de 18-VIII-1966, Fallos: 

265:211; e.o.), extremo que es posible tener por verificado 

en la especie con el "beneficio de justicia gratuita" 

incorporado a los arts. 53 y 55 de la LDC -en los términos 

ya descriptos-, el que importa una garantía sustancial (de 

acceso a la justicia y tutela judicial efectiva) para los 

usuarios, consumidores y asociaciones vinculadas a ellos 

cuando deban instar los procesos individuales o colectivos 

contemplados en dicho estatuto para la defensa de sus 

derechos e intereses (y que se complementa con lo dispuesto 

en la norma local bajo análisis respecto de la eximición 

del pago de la tasa de justicia y toda otra imposición 

económica). 

Es que de lo contrario, si no se contase en la 

práctica con los instrumentos necesarios para hacerlas 

efectivas, aquellas prerrogativas y garantías 

constitucionales resultarían meramente ilusorias. De 

manera que la búsqueda de tal efectividad en la protección 

del consumidor y usuario, para el resguardo de sus 

intereses, constituye el fin social que justifica la 
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existencia de una regulación específica sostenida en la 

necesidad de amparar a la parte particularmente vulnerable 

de la relación de consumo, con fundamento en los principios 

pro homine y favor debilis, como mecanismo estatal dirigido 

a afianzar una justa resolución de los conflictos que 

pudieran derivarse de ella. 

En tal sentido, es posible afirmar -

adicionalmente- que la armonización hermenéutica que se 

propone sobre el alcance amplio del "beneficio de justicia 

gratuita" en el ámbito local constituye, entre todas las 

posibles, la más favorable a los derechos de los 

consumidores y usuarios, redundando -en consecuencia- en 

una nueva aplicación del principio protectorio o pro 

consumidor, que impone -para el caso de duda- interpretar 

de esa forma los principios y reglas establecidos en las 

normas generales y especiales (y rituales) aplicables a 

las relaciones de consumo (conf. arts. 1, 2, 1094 y concs., 

Cód. Civ. y Com. y 3 y concs., LDC).  

De ahí que dicha franquicia debe apreciarse -en 

definitiva- como otro resorte que desde la perspectiva 

instrumental se encuentra destinado a la más eficiente 

protección específica de los usuarios y consumidores, a 

quienes constitucional y legalmente se les ha dotado de 

ciertas adicionales prerrogativas -con finalidad tuitiva- 

dispuestas en favor de grupos tradicionalmente 

postergados. La valoración armónica que aquí se propicia 

constituye, pues, la solución que mejor se adecua a las 

referidas exigencias constitucionales (conf. arts. 1, 14, 

16, 28, 31, 33, 41, 42, 121 y concs., Const. nac. y 1, 10, 

11, 15, 38 y concs., Const. prov.). 

V. En consecuencia, si mi opinión resulta 
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compartida, de conformidad con el sentido estimatorio 

propuesto por el señor Procurador General, corresponde 

hacer lugar al recurso extraordinario -en la extensión 

concedida- y revocar el fallo impugnado en cuanto resolvió 

sobre las costas de ambas instancias de grado, dejándose 

sin efecto tales imposiciones (conf. art. 55, segundo 

párrafo, LDC). 

En línea con el criterio expuesto, las costas 

correspondientes a esta fase extraordinaria, tanto las 

correspondientes al recurso de queja -cuya determinación 

fuera diferida para esta oportunidad (v. fs. 1.237 vta.)- 

como las del de inaplicabilidad de ley aquí abordado, a 

tenor del éxito parcial obtenido en ambas vías, se imponen 

en un 30% solo al demandado (conf. arts. 68, 274, 279, 289 

y 292, CPCC; 55, LDC y 25, ley 13.133). 

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa. 

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos 

fundamentos del señor Juez doctor Torres, votó también por 

la afirmativa. 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor 

Soria dijo: 

I. El recurso prospera. 

I.1. Comparto y hago propio el relato de 

antecedentes que formula el ponente, el que doy por 

reproducido aquí por razones de brevedad. 

I.2. En cuanto al abordaje de la pretensión 

recursiva, he de señalar -al igual que el distinguido 

colega que abre el acuerdo- que la cuestión que arriba a 

conocimiento de este Tribunal ha sido objeto de expreso 

tratamiento por parte de la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación. Y lo ha sido en función de una hermenéutica 



 

 

Suprema Corte de Justicia 

Provincia de Buenos Aires 
diversa a la expuesta por la Cámara, conforme lo señala el 

aquí recurrente. 

En efecto, en hipótesis similares a las 

ventiladas en este litigio -acción esgrimida por una 

asociación de usuarios y consumidores que persigue la 

tutela de un interés de incidencia colectiva- ese Superior 

Tribunal al desestimar dicha pretensión consideró que 

correspondía que lo fuera "sin especial imposición de 

costas en virtud de lo establecido en el artículo 55, 

segundo párrafo de la ley 24.240" (v.gr., en "Unión de 

Usuarios y Consumidores", sent. de 11-X-2011; Fallos: 

335:1080, "Proconsumer", sent. de 26-VI-2012; Fallos: 

338:40, "Asociación Protección Consumidores del Mercado 

Común", sent. de 10-II-2015 y Fallos: 338:1492, 

"Consumidores Libres", sent. de 9-XII-2015). Y si bien en 

el precedente recaído en "Unión de Usuarios y Consumidores 

c. Nuevo Banco de Entre Rios S.A s/ ordinario" (sent. de 

11-II-2014), consideró inadmisible el recurso de la 

actora, y lo hizo "con costas (art. 68 del código citado)", 

con posterioridad (el 30-XII-2014) admitió la reposición 

interpuesta por la entidad contra dicho pronunciamiento y 

resolvió: "Que, en efecto, en el fallo del 11 de febrero 

de 2014 se omitió valorar que en el caso resultaba 

plenamente aplicable el art. 55, último párrafo de la ley 

24.240, en cuanto otorga a las acciones judiciales 

iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva 

el beneficio de justicia gratuita. Por ello, se hace lugar 

al recurso de reposición interpuesto a fs. 466/466 vta., 

se deja sin efecto lo resuelto en materia de costas en la 

sentencia de fs. 462, disponiéndose que en virtud de lo 

previsto en el artículo 55, último párrafo de la ley 
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24.240, no corresponde en el caso imponer las costas a la 

parte actora vencida" (énfasis agregado). 

Más recientemente, en Fallos:344:2835 ("ADDUC", 

sent. de 14-X-2021) hizo explícita la doctrina que subyace 

tras los mentados precedentes -en lo que aquí concierne- 

en relación al alcance del art. 55 de la ley 24.240 (texto 

según ley 26.361). Más allá de otras consideraciones, el 

fallo citado expresó (en torno a los arts. 53 y 55 de la 

Ley de Defensa del Consumidor) que "una razonable 

interpretación armónica de los artículos transcriptos 

permite sostener que, al sancionar la ley 26.361 -que 

introdujo modificaciones al texto de la ley 24.240-, el 

Congreso Nacional ha tenido la voluntad de eximir a quienes 

inician una acción en los términos de la Ley de Defensa 

del Consumidor del pago de las costas del proceso". Añadió 

que "solo en determinados supuestos, esto es en acciones 

iniciadas en defensa de intereses individuales, se admite 

que la contraparte acredite la solvencia del actor para 

hacer cesar la eximición" y que "la eximición prevista 

incluye a las costas del proceso pues, de no ser así, no 

se advierte cuál sería el interés que podría invocar el 

demandado para perseguir la pérdida del beneficio de su 

contraparte" (cons. 8). 

Desde ya que -según la doctrina de ese Tribunal- 

esta especial previsión respecto de las costas requiere de 

la previa constatación sobre la existencia de una relación 

de consumo. En tal sentido, en Fallos: 344:3095 ("ACUDEN", 

sent. de 28-X-2021) la Corte aclaró -en relación a la manda 

contenida en el art. 42 de la Constitución nacional- que 

la tutela allí consagrada "no importa un reconocimiento en 

abstracto que prescinda del contexto en el que dichos 
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derechos se encuentran inmersos; por el contrario, dicho 

reconocimiento se encuentra siempre circunscripto -

conforme el texto de la cláusula- a una relación de 

consumo. Es decir, que la referencia constitucional y legal 

que se ha admitido respecto de la relación de consumo acota 

los alcances de la protección, pues la ubica 'dentro' de 

la relación específica entre proveedor y consumidor-

usuario y no 'fuera' de ella". Añadió allí: "Que esta Corte 

Suprema ha admitido, a la luz de los términos del citado 

art. 55, que el otorgamiento de dicho beneficio no aparece 

condicionado por el resultado final del pleito (Fallos: 

338:1344, citado). De ahí que -como regla- carece de 

relevancia a los fines de tornar operativa la franquicia 

referida si la asociación reviste carácter de vencedora, 

vencida o si el pleito termina por alguno de los modos 

anormales de resolución receptados por el ordenamiento 

procesal. Empero, corresponde precisar que no puede, sin 

más, extenderse razonablemente dicha conclusión a los 

supuestos en los que el resultado del juicio obedeció, 

precisamente, a la inexistencia del presupuesto inicial 

que debe presentarse para que se ponga en marcha el sistema 

de protección preferente que la Constitución Nacional 

consagra". En esa especie, y por aplicación de tales 

reglas, se confirmó la condena en costas impuesta en el 

Tribunal de Alzada: "con costas (art. 68 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación)". 

No obstante, el precedente recién citado sentó 

una importante excepción: dijo allí la Corte que, "como 

sucede con relación a otros aspectos, en virtud del 

principio in dubio pro consumidor que gobierna la materia 

consumeril, ante supuestos en los que no surja inequívoca 
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la existencia de una relación de consumo o su presencia 

pueda resultar dudosa y requiera de un examen 

circunstanciado que la determine -y más allá de que 

finalmente se desestime la pretensión por no verificarse 

dicho vínculo-, la cuestión deberá ser dirimida a la luz 

del citado principio con las consecuencias que se derivan 

de ello en los distintos ámbitos, entre los que cabe 

incluir, obviamente, al beneficio de justicia gratuita". 

En base a esta interpretación bien cabe concluir 

que tratándose de acciones incoadas por una asociación de 

usuarios y consumidores en defensa de derechos o intereses 

de incidencia colectiva tutelados por la ley 24.240, el 

beneficio de "justicia gratuita" referido en su art. 55 

importa eximición del pago de las costas al pretensor, 

incluso si este resulta vencido en el pleito. 

I.3. Ahora bien, ese mismo órgano 

jurisdiccional, en el caso que se registra en Fallos: 

324:4349, "Flores Automotores" (sent. de 11-XII-2001), 

puntualizó que "la ley 24.240 integra el derecho común, 

toda vez que resulta complementaria de los preceptos 

contenidos en los Códigos Civil y de Comercio, por lo que, 

tal como lo establece el art. 75 inc. 12 '...no altera las 

jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a 

los tribunales federales o provinciales, según las cosas 

o las personas cayeren bajo sus respectivas 

jurisdicciones...'". En el mismo sentido se expidió en 

Fallos: 330:133, "Dilena" (sent. de 20-II-2007). 

En relación con el carácter vinculante de la 

interpretación realizada por la Corte federal de las normas 

que integran el derecho común -tal la hipótesis suscitada 

en relación al ya mentado art. 55 de la ley 24.240-, el 
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voto del juez Rosenkrantz en Fallos: 342:2344, "Fariña" 

(sent. de 26-XII-2019) dejó en claro -con cita de lo 

resuelto en Fallos: 274:450; 287:130; 305:718; 307:752, 

2132- que "la determinación por parte de esta Corte del 

alcance de una norma de derecho común no puede asimilarse 

al ejercicio de una función casatoria o unificadora de 

jurisprudencia. Dicha función le resulta por completo 

ajena". 

Por cierto, las decisiones de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación tienen los efectos propios que 

surgen de su autoridad institucional tanto en temas 

federales como en aquellos que no lo son. En el primer 

caso, por tratarse del intérprete último y más genuino de 

nuestra Constitución, ámbito en el que no se halla limitada 

ni por la interpretación de los jueces inferiores ni por 

las articulaciones de las partes (CSJN Fallos: 308:647 y 

326:2880). En el segundo, en principio, porque razones de 

celeridad y economía procesal aconsejan su seguimiento en 

casos análogos, aunque sin perder de vista que las 

decisiones que involucran cuestiones regidas por el 

derecho público local son privativas de los tribunales 

provinciales (CSJN Fallos: 305:112; 324:1721, 2672; e.o.); 

(mi voto en las causas A. 74.938, "Municipalidad de Vicente 

López", sent. de 28-VIII-2021; A. 71.776, "Cementos 

Avellaneda S.A.", sent. de 16-VIII-2017; A. 70.197, "C., 

M. P.", sent. de 4-V-2011; C. 101.857, "M., J. D." sent. 

de 3-XI-2010; e.o.). 

En consecuencia, atendiendo a estos principios 

-que encuentro plenamente aplicables a esta particular 

especie-, por razones de celeridad y economía procesal, 

juzgo que corresponde hacer lugar al recurso 
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extraordinario en tratamiento y revocar esta parcela de la 

decisión recurrida (art. 289 inc. 1, CPCC), en tanto asignó 

al art. 55 de la ley 24.240 un alcance que difiere del que 

acabo de reseñar. 

I.4. En el tránsito a la composición positiva 

del pleito (art. 289 inc. 2, CPCC) se impone precisar -

como acertadamente lo puntualiza el distinguido colega que 

abre el acuerdo- que si bien el art. 25 de la ley 13.133 

-norma local con vocación de aplicación al caso, en cuanto 

establece un régimen propio de distribución de costas para 

los conflictos de consumo- en su hora importó la 

consagración de un régimen más favorable a los consumidores 

que el establecido en el texto original de la legislación 

nacional, el advenimiento del régimen normativo que le 

sobrevino (me refiero, en relación a este pleito, a lo 

dispuesto en el art. 55 de la ley 24.240, según la 

redacción dada por la ley 26.361) ha modificado ese estado 

de situación. 

En efecto, mientras el mentado art. 25 del Código 

de Implementación de los Derechos de Usuarios y 

Consumidores prevé -más allá de la exención del pago de 

tasas, contribuciones u otra imposición económica que 

contempla en su primera parte- que en la materia que 

concierne a este asunto, el juez "impondrá las costas 

evaluando la proporcionalidad del monto de la pretensión 

y los costos del proceso con la capacidad económica de las 

partes", la actual redacción del art. 55 de la ley 24.240 

-conforme la interpretación realizada por la Corte 

federal- establece la lisa y llana eximición de la condena 

en costas cuando -como en el caso- la pretensión fuera 

incoada por una asociación de usuarios y consumidores en 
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defensa de derechos o intereses de incidencia colectiva 

tutelados por la ley 24.240. De lo expuesto se deriva que, 

a tenor del régimen jurídico vigente, la aludida 

legislación adjetiva -reitero, en materia de distribución 

de las costas- consagra en la actualidad un régimen más 

gravoso que el previsto en la Ley de Defensa del 

Consumidor. 

Sobre el particular, la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación enfatizó en la causa "EDELAR" (sent. 

de 8-V-2007, Fallos: 330:2081) que "el carácter de orden 

público de la ley nacional de protección al consumidor no 

impide que las provincias e incluso las municipalidades, 

dentro de sus atribuciones naturales, puedan dictar normas 

que tutelen los derechos de los usuarios y consumidores, 

en la medida que no los alteren, supriman o modifiquen en 

detrimento de lo regulado en la norma nacional". 

En consecuencia, siendo que -como se señaló, 

dada la sobreviniente situación normativa- la condición 

para la validez del régimen local -que radica en la 

consagración de un régimen más favorable- no se verifica 

respecto de supuestos como el sometido a juzgamiento, 

corresponde prescindir de dicho articulado y resolver la 

contienda sobre la base de lo normado en el art. 55 de la 

ley 24.240 (texto según ley 26.361) conforme la 

interpretación realizada por la Corte Suprema de Justicia 

de la Nación en los precedentes reseñados (art. 289 inc. 

2, CPCC). 

II. Por lo expuesto, corresponde -tal como lo 

postula el doctor Torres- hacer lugar al recurso 

extraordinario de inaplicabilidad de ley en tratamiento, 

revocar la sentencia recurrida en cuanto hubo de resolver 
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respecto de la distribución de costas de ambas instancias, 

dejándose sin efecto tales imposiciones (art. 55, segunda 

parte, ley 24.240). Las costas de esta fase extraordinaria, 

tanto las correspondientes al recurso de queja -cuya 

determinación fuera diferida para esta oportunidad (v. fs. 

1.237 vta.)- como las del de inaplicabilidad de ley, a 

tenor del éxito parcial obtenido en ambas vías, se imponen 

en un 30% solo al demandado (arts. 68, 274, 279, 289 y 

292, CPCC y 55, cit.). 

Voto por la afirmativa. 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor 

Genoud dijo: 

Tal como bien lo advierten en sus votos mis 

distinguidos colegas, la cuestión planteada en el sub lite 

resulta sustancialmente análoga a la tratada y resuelta 

por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa 

"ADDUC y otros" (Fallos: 344:2835, sent. de 14-X-2021) y 

sucesivas (COM 28332/2014/1/RH1 y COM 28332/2014/2/RH2 

ACYMA Asociación Civil c/ Avantrip.Com S.R.L. s/ beneficio 

de litigar sin gastos. 22-III-2022; COM 16451/2015/2/RH2 

ACYMA Asociación Civil c/ Dadone Argentina S.A. s/ 

beneficio de litigar sin gastos. 5-VII-2022; COM 

24352/2018/1/RH1 Asociación Protección Consumidores del 

Mercado Común del Sur PROCONSUMER c/ Rail Europe 4A SNC s/ 

beneficio de litigar sin gastos. 5-VII-2022; COM 

41078/2010/1/1/RH1 Consumidores Argentinos Asociación para 

la Defensa, Educación e Información del Consumidor s/ otros 

- tributarios 17-V-2022; COM 2114/2016/1/RH1 ACYMA 

Asociación Civil c/ Falabella S.A. s/ beneficio de litigar 

sin gastos. 17-V-2022; COM 11498/2018/1/RH1 PADEC 

Prevención Asesoramiento y Defensa del Consumidor c/ 
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Telecentro S.A. s/ beneficio de litigar sin gastos, sent. 

de 23-II-2023; e.o.), a cuyos fundamentos y conclusiones 

corresponde remitir -en lo pertinente- en razón de 

brevedad. 

Más allá de tal remisión de estilo, es del caso 

recordar que en el citado precedente "ADDUC y otros", en 

lo sustancial el cimero tribunal estableció "Que una 

razonable interpretación armónica de los artículos 

transcriptos permite sostener que, al sancionar la ley 

26.361 -que introdujo modificaciones al texto de la ley 

24.240-, el Congreso Nacional ha tenido la voluntad de 

eximir a quienes inician una acción en los términos de la 

Ley de Defensa del Consumidor del pago de las costas del 

proceso. En efecto, la norma no requiere a quien demanda 

en el marco de sus prescripciones la demostración de una 

situación de pobreza para otorgar el beneficio, sino que 

se lo concede automáticamente. Solo en determinados 

supuestos, esto es en acciones iniciadas en defensa de 

intereses individuales, se admite que la contraparte 

acredite la solvencia del actor para hacer cesar la 

eximición [...] A mayor abundamiento, en el precedente 

'Consumidores Financieros Asociación Civil p/ su defensa 

c/ Nación Seguros S.A.' (Fallos: 338:1344), este Tribunal 

señaló [...] que 'la efectiva vigencia de este mandato 

constitucional, que otorga una tutela preferencial a los 

consumidores [en referencia al art. 42 citado], requiere 

que la protección que la Constitución Nacional encomienda 

a las autoridades no quede circunscripta solo al 

reconocimiento de ciertos derechos y garantías sino que 

además asegure a los consumidores la posibilidad de obtener 

su eficaz defensa en las instancias judiciales' 
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(considerando 4°)". Afirmando en tal precedente que "...la 

gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa 

reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el 

objeto de facilitar su defensa cuando se trate de reclamos 

originados en la relación de consumo" (cons. 6). 

He dicho en reiteradas oportunidades que razones 

de economía y celeridad procesal aparecen suficientes para 

brindar acatamiento a la doctrina que sienta la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación (conf. causas L. 76.310, 

"B., F. E.", sent. de 1-IV-2004; L. 80.735, "Abaca", sent. 

de 7-III-2005; C. 87.122, "Mieres", sent. de 22-XII-2010; 

C. 115.249, "Vasso de Lavorato", sent. de 16-IV-2014; 

e.o.), más cuando la propia Corte federal tiene dicho que 

si bien solo decide en los procesos concretos que le son 

sometidos a su conocimiento y sus fallos no resultan 

obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores 

tienen el deber de conformar sus decisiones a sus 

sentencias, razón por la cual carecen de fundamento las 

resoluciones de los tribunales inferiores que se apartan 

de los precedentes del Tribunal sin aportar nuevos 

argumentos que justifiquen modificar su posición, en su 

carácter de intérprete supremo de la Constitución nacional 

y de las leyes dictadas en su consecuencia (in re "Ernesto 

Ariel Levin (TF 151481) c/ D.G.I.", sent. de 2-VI-2009; 

"Casa Casmma S.R.L.", sent. de 26-III-2009 y "Massuh S.A.", 

sent. de 17-III-2009), de donde deriva la necesidad de 

controvertir sus argumentos cuando se aparten de dicha 

jurisprudencia al resolver las causas sometidas a su 

juzgamiento (del dictamen de la señora Procuradora Fiscal 

que la Corte hace suyo, in re "Cornejo, Alberto c/ Estrado 

nacional Ministerio de Defensa", sent. de 18-XII-2007). 
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En vista de lo expuesto, y acompañando las 

posiciones de mis distinguidos colegas, postulo hacer 

lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley 

traído, revocar la sentencia recurrida en cuanto hubo de 

resolver respecto de la distribución de costas de ambas 

instancias ordinarias, dejándose sin efecto tales 

imposiciones (art. 55, segunda parte, ley 24.240). Las 

costas de esta instancia extraordinaria, tanto las 

correspondientes al recurso de queja cuya determinación 

fuera diferida para esta oportunidad (v. fs. 1.237 vta.) 

cuanto las del de inaplicabilidad de ley, dado el éxito 

parcial obtenido en ambas vías, se imponen en un 30% solo 

al demandado (arts. 68, 274, 279, 289 y 292, CPCC y 55, 

cit.). 

Voto por la afirmativa. 

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la 

siguiente 

S E N T E N C I A 

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de 

conformidad con el sentido estimatorio propuesto por el 

señor Procurador General (v. fs. 1.240/1.243 vta.), se 

hace lugar al recurso extraordinario -en la extensión 

concedida- y se revoca el fallo impugnado en cuanto 

resolvió sobre las costas de ambas instancias de grado, 

dejándose sin efecto tales imposiciones (conf. art. 55, 

segundo párrafo, LDC). 

Las costas de esta fase extraordinaria, tanto 

las correspondientes al recurso de queja -cuya 

determinación fuera diferida para esta oportunidad (v. fs. 

1.237 vta.)- como las del de inaplicabilidad de ley aquí 

abordado, a tenor del éxito parcial obtenido en ambas vías, 
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se imponen en un 30% solo al demandado (conf. arts. 68, 

274, 279, 289 y 292, CPCC; 55, LDC y 25, ley 13.133). 

Regístrese y notifíquese por medios electrónicos 

(conf. resol. SC 921/21 y Ac. 4013/21 y sus modif. –t.o. 

por Ac. 4039/21-) y devuélvase por la vía que corresponda. 

 

Suscripto por el Actuario interviniente, en la ciudad de 

La Plata, en la fecha indicada en la constancia de la firma 

digital (Ac. SCBA 3971/20). 
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